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traslado, se debió habilitar un trámite que hiciera posible
su defensa convocando vista para la decisión del recurso.
Al privarse al demandante de toda posibilidad de con-
trarrestar la acusación que en esta segunda instancia
se ejercitaba de forma precisa y concreta por la acu-
sación pública se vulneró su derecho a no padecer inde-
fensión. Esta fue además material; pues, como queda
indicado, no cabe entender que el escrito de apelación
de la acusación particular contuviese una pretensión de
condena precisa por el delito de falsificación de docu-
mento mercantil del art. 303 C.P.

7. La estimación del recurso de amparo ha de llevar
a la anulación de la Sentencia de apelación y a la retroac-
ción de las actuaciones al momento en que debió darse
traslado a las demás partes del recurso de apelación
interpuesto por vía adhesiva por el Ministerio Fiscal para
que, respetándose así el principio de contradicción, se
dicte nueva resolución en los términos que resulten pro-
cedentes por la Audiencia Provincial de Madrid.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado, y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión
consagrado en el art. 24.1 C.E.

2.o Restablecer al demandante en su derecho y, a
tal fin, anular la Sentencia dictada el 2 de enero de 1996
por la Audiencia Provincial de Madrid en el rollo de ape-
lación núm. 500/95, y retrotraer las actuaciones al
momento inmediatamente anterior a la remisión de la
causa a la Audiencia Provincial, para que el Juzgado
de lo Penal núm. 12 de Madrid dé traslado a las demás
partes del recurso de apelación interpuesto por el Minis-
terio Fiscal en forma adhesiva, respetando el derecho
a la tutela judicial efectiva del recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de marzo de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Vicente Conde Mar-
tín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado y
rubricado.

8221 Sala Segunda. Sentencia 80/2000, de 27 de
marzo de 2000. Recurso de amparo
3.264/1996. Promovido por la Confedera-
ción Intersindical Galega frente a la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo
que, estimando un recurso de casación inter-
puesto por el Servicio Gallego de Salud, deses-
timó su demanda de tutela del derecho de
libertad sindical. Vulneración del derecho a
la libertad sindical: exclusión de la negocia-
ción colectiva a un sindicato que no descon-
voca una huelga.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don

Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Vicente Conde Martín de Hijas y don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.264/96, promovido
por la Confederación Intersindical Galega (CIG), repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Ignacio
Aguilar Fernández y asistido por el Letrado don José
Luis Muruzábal Arlegui, contra la Sentencia de la Sala
Cuarta del Tribunal Supremo, de 17 de junio de 1996,
dictada en el recurso de casación núm. 2.606/95, frente
a la de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Galicia de 5 de julio de 1995, en autos de
tutela de libertad sindical. Han comparecido el Ministerio
Fiscal y el Servicio Gallego de Salud (SERGAS), repre-
sentado por el Procurador de los Tribunales don Argimiro
Vázquez Guillén y asistido por el Letrado don Javier Rosa-
do Morón. Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente
Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 9 de agosto de 1996, el Procurador de los Tribunales
don Ignacio Aguilar Fernández interpuso, en nombre y
representación de la Confederación Intersindical Galega
(CIG), el recurso de amparo del que se hace mérito en
el encabezamiento, por vulneración de los arts. 14, 24.1
y 28.1 C.E.

2. El recurso de amparo se sustenta, en síntesis,
en los siguientes hechos:

a) La Confederación Intersindical Gallega (CIG)
ostenta la condición de sindicato más representativo a
nivel de la Comunidad Autónoma de Galicia y tanto antes
como después de las elecciones celebradas el 30 de
marzo de 1995. En el mes de diciembre de 1994 se
celebró una reunión de la Mesa Sectorial de Sanidad
integrada por las centrales sindicales UGT, CC OO, CSIF,
CENSATSE y CIG, en la que se acordó la constitución,
una vez celebradas las elecciones sindicales previstas
para el 31 de marzo de 1995, de una ponencia que
tenía como cometido el estudio y análisis de las retri-
buciones y otros aspectos de la actividad del personal
estatutario del SERGAS.

b) UGT, CC OO y CIG presentaron convocatoria con-
junta de huelga a desarrollar entre los días 22 y 26
de mayo, con el objetivo de conseguir sus reivindica-
ciones retributivas, constituyéndose a tal fin el corres-
pondiente Comité de Huelga.

c) Con fecha 18 de mayo, las organizaciones sin-
dicales convocantes, salvo la CIG, que decidió mantener
la medida de conflicto, pactan con la Administración
la desconvocatoria de la huelga.

d) El día 23 de mayo de 1995, la Consellería de
Sanidade e Servicios Sociais de la Xunta de Galicia citó
a todas las organizaciones sindicales, excepto a la CIG,
a una reunión en la que se iban a tratar asuntos que
afectaban a todos los trabajadores del SERGAS, entre
ellos la negociación sobre las retribuciones del personal,
además de otras condiciones laborales. Teniendo cono-
cimiento la CIG de la celebración de tal reunión, se per-
sonó para participar en ella, siendo impedido el acceso
de sus representantes por efectivos de la policía auto-
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nómica, celebrándose la reunión sin la presencia del
citado sindicato y constituyéndose una Comisión Nego-
ciadora ese mismo día 23. Así, una de las partes del
conflicto, unilateralmente, decidió no convocar a un sin-
dicato más representativo a la reunión en la que se cons-
tituía una Comisión Negociadora, a la que sí se invitó,
sin embargo, a otra organización sindical (CESM) que
mantenía igualmente, siempre según el relato de la
recurrente en amparo, una huelga indefinida.

e) El día 24 de mayo, la Intersindical Galega des-
convocó la huelga, comunicándolo a la Consellería y al
SERGAS. El 26 de mayo, el Vicepresidente del SERGAS
envió escrito a la CIG con las condiciones para formar
parte de la ponencia.

f) La CIG, el 29 de mayo de 1995, formuló demanda
sobre tutela del derecho de libertad sindical contra
SERGAS y la Consellería de Sanidade e Servicios Sociais
de la Xunta.

g) El 13 de junio de 1995, el SERGAS remite a
la CIG documentos sobre la reunión de la Mesa Sectorial
a celebrar el 15 de junio, entre los que se contenían
las conclusiones del estudio y análisis de retribuciones
y otras condiciones de trabajo del personal sanitario no
facultativo y no sanitario de atención especializada y
en el que se incluye la obligación de crear una Comisión
de seguimiento. Dicho estudio y análisis, continúa la
demanda de amparo, fue fruto del consenso entre la
Administración, UGT, CC OO, SATSE y CSIF.

h) El 5 de julio de 1995, el Tribunal Superior de
Justicia de Galicia dictó Sentencia estimatoria de la
demanda de la CIG, declarando que los codemandados
vulneraron el derecho a la libertad sindical de la CIG,
en concreto, su derecho a la negociación colectiva, al
impedir que el día 23 de mayo de 1995 participase
en la reunión de los miembros de la Mesa Sectorial de
Sanidad, vulnerando así gravemente los derechos sin-
dicales de la CIG en su contenido referido a la nego-
ciación colectiva, condenando y estimando en parte la
pretensión indemnizatoria por los daños ocasionados al
reducir de 5.000.000 de pesetas a 25.000 pesetas la
cantidad a abonar en tal concepto.

Dicha Sentencia declaró probados los siguientes
hechos:

«Primero.—Que, con fecha del mes de diciembre
de 1994, se celebró reunión de la Mesa Sectorial de
Sanidad, de la que formaron parte las centrales sindicales
UGT, CC OO, CSIF, CENSATSE y CIG, en el curso de
la que se anunció la constitución, una vez finalizadas
las elecciones sindicales, el 31 de marzo de 1995, de
una ponencia de retribuciones, que tenía como único
cometido el estudio y análisis de las retribuciones y otros
aspectos de la actividad del personal estatutario, pero
sin que se alcanzase acuerdo alguno, acordándose que
el resultado de su trabajo sería elevado posteriormente
a la Mesa Sectorial para la oportuna negociación.

Segundo.—Disuelta la Mesa Sectorial, como conse-
cuencia de las elecciones a juntas de personal, cele-
bradas el 31 de marzo de 1995, se convocó a la ponencia
técnica para el día 6 de abril, en la que estuvo presente
la central CIG.

Tercero.—A partir de esta fecha, UGT, CC OO y CIG
presentaron convocatoria conjunta de huelga (anuncio
del 10 de mayo) a desarrollar entre los días 22 y 26
del mismo mes, constituyéndose el correspondiente
Comité de Huelga. Las siguientes reuniones, que tuvieron
lugar los días 16 y 18 de mayo, lo fueron con el citado
Comité de Huelga, estando presentes, aparte del Comité,
la Administración.

Cuarto.—Con fecha 18 de mayo de 1995, se llegó
a un acuerdo con dicho Comité, para constituir la ponen-
cia y delimitar su ámbito, con respecto a la negociación
de las retribuciones del personal del Servicio Galego de
Saúde, llegándose a un compromiso, en el que se pactó
la desconvocatoria de la huelga y que las reuniones ten-
drían lugar con los firmantes de este acuerdo, en las
condiciones consensuadas, entre las que se encontraba
la de que se exigiría la conformidad de ambas partes
para hacer público el contenido de los compromisos que
se vayan alcanzando en la ponencia, así como el some-
timiento a los principios de buena fe y confianza, negán-
dose la CIG a suscribir el citado compromiso, decidiendo
mantener la convocatoria de huelga.

Quinto.—En cumplimiento del compromiso alcanzado
el 18 de mayo con el Comité de Huelga, se convocó
inicialmente para el día 14 de junio, posteriormente pos-
puesto para el día siguiente, la reunión de constitución
de la “mesa sectorial de sanidad” con capacidad deci-
soria para llegar a acuerdos, a cuya reunión se convocó
al sindicato demandante.

Sexto.—Que, con fecha 23 de mayo de 1995, por
la Consellería de Sanidad y Servicios Sociales se convocó
a una reunión que tendría lugar en la Consellería de
Sanidad e Servicios Sociais a las diversas centrales sin-
dicales, excluyendo a la CIG, por entender que la nego-
ciación con esta última debía mantenerse separadamen-
te en el marco de comité de huelga, que esta constituyó
y negociación directa CIG-Administración y por haberse
negado a desconvocar la huelga y no asumir el com-
promiso a que se había llegado con las demás centrales
sindicales el 18 de junio —para el estudio y análisis de
diversas cuestiones que afectaban a la totalidad de los
trabajadores del SERGAS, así como su retribución.

Séptimo.—Al tener conocimiento la CIG de la cele-
bración de tal convocatoria, se personó en la Consellería
de Sanidad, y tras haberse identificado como miembros
de la CIG, la policía autonómica no les permitió acceder,
indicándoles que tenía orden de impedirles el paso a
las dependencias de la Consellería, celebrándose la reu-
nión, sin la presencia de los representantes de la citada
central.»

i) La representación procesal del SERGAS recurrió
la Sentencia en casación por diversos motivos, entre
ellos, por error en la apreciación de la prueba, instando
la modificación de los ordinales tercero y sexto del relato
de hechos probados de la Sentencia impugnada, y por
infracción de normas del ordenamiento jurídico o de la
jurisprudencia, denunciando la infracción por inaplica-
ción del art. 10.2 de la Ley 9/1987. Dicho recurso fue
impugnado por la CIG, y en él el Ministerio Fiscal dic-
taminó en el sentido de su improcedencia.

j) La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en Sen-
tencia de 17 de junio de 1996, estimó el recurso, casó
la Sentencia de instancia y desestimando las pretensio-
nes formuladas por la CIG sobre libertad sindical, absolvió
a los demandados de los pedimentos formulados
contra ellos.

3. Dicha Sentencia revisa el relato histórico de la
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia. Al hecho
tercero adiciona los objetivos de la huelga: «La huelga
tenía como objetivo la negociación de las retribuciones
del personal de instituciones sanitarias del SERGAS en
base a las siguientes reivindicaciones: a) La homologa-
ción del complemento específico; b) La equiparación de
las cuantías de las retribuciones por el trabajo a turnos,
en noches, domingos y festivos y guardias, respecto de
las vigentes en el ámbito del INSALUD, y c) La negación
de la utilización de los fondos presupuestarios para
acción social y complemento de productividad variable».
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El ordinal sexto quedó con la siguiente redacción: «Que
tal y como se había acordado en la ponencia del día 18
de mayo con el Comité de Huelga, y como continuación
de aquélla, la Consellería de Sanidad y Servicios Sociales
convocó a la ponencia del día 23 de mayo de 1995
a las centrales sindicales firmantes del compromiso del
día 18 de mayo, excluyendo a la Confederación Inter-
sindical Galega, por entender que la negociación con
esta última debía mantenerse separadamente en el mar-
co del Comité de Huelga que ésta constituyó y nego-
ciación directa [sic] Confederación Intersindical Gale-
ga-Administración y por no haber asumido el compro-
miso a que se había llegado con las demás centrales
sindicales el día 18 de mayo —de desconvocatoria de
la huelga y movilizaciones planteadas y de reuniones
en ponencias para el estudio y análisis de las retribu-
ciones del personal estatutario al servicio del SERGAS,
bajo los principios de buena fe y confianza, exigiéndose
conformidad de ambas partes para hacer público el con-
tenido de los compromisos que fueran alcanzándose».

Sobre la cuestión de fondo razonaba lo siguiente:

«... la Mesa Sectorial de Sanidad se constituyó y con-
vocó para día determinado del mes de junio de 1995,
con cita del sindicato demandante, según consta en el
ordinal quinto del relato histórico de la Sentencia impug-
nada: en cumplimiento del compromiso alcanzado el 18
de mayo con el Comité de Huelga, se convocó inicial-
mente para el 14 de junio, posteriormente pospuesto
para el día siguiente, la reunión de constitución de la
Mesa Sectorial de sanidad con capacidad decisoria para
llegar a acuerdos, a cuya reunión se convocó al sindicato
demandante. Así, pues, la parte demandada respetó las
expresadas previsiones normativas [arts. 6.3 c) y 7.1
de la LOLS y 30 y 31 de la Ley 9/1987], en lo pertinente
a la participación del sindicato demandante, a través
de la Mesa Sectorial de negociación, en la determinación
de las condiciones de trabajo del personal afectado.»

Y añadía después:

«El art. 8.2 del Real Decreto-ley 17/1977 prevé la
negociación de las partes afectadas en caso de huelga,
a fin de llegar a un acuerdo. Pues bien, precisamente
en el ordinal sexto del relato histórico... ... se dice que
el sindicato demandante fue excluido de la convocatoria
a la reunión del 23 de mayo por haberse negado a des-
convocar la huelga y, en relación con ello, por entender
que la negociación con dicho sindicato debía mantenerse
separadamente en el marco del Comité de Huelga. Ello
se justifica con mayor razón si se advierte que en el
tema de las retribuciones se centraban tanto la convo-
catoria de huelga como las negociaciones habidas entre
Administración y sindicatos.»

«Por otra parte, la expresada reunión de 23 de mayo
respondía, en definitiva, al acuerdo habido entre Admi-
nistración y determinadas centrales sindicales, con des-
convocatoria de huelga y asunción de determinados
compromisos, según acuerdo de 18 de mayo, no suscrito
por el sindicato demandante.»

«En definitiva, la exposición que precede evidencia,
en primer lugar, como ya queda indicado, que la Admi-
nistración demandada no desconoció, sino que respetó,
los derechos que a los sindicatos, y por lo tanto a la
Confederación Intersindical Gallega, reconocen los
arts. 6.3 c) de la LOLS y 30 y 31 de la Ley 9/1987,
sobre intervención en la Mesa Sectorial de negociación.
En segundo lugar, no aparece ningún dato que ponga
de manifiesto una actuación arbitraria o irrazonable por
parte de la Administración demandada al no haber con-
vocado a la Confederación Intersindical Gallega a la reu-
nión de 23 de mayo de 1995, pues es claro que, dentro
del proceso de conversaciones y negociaciones, y a salvo

las previsiones legales, no puede imponerse a cada inte-
resado quién haya de ser su interlocutor en las distintas
reuniones que, libre y voluntariamente, decida tener»
(fundamento de Derecho quinto).

4. En la fundamentación jurídica de la demanda de
amparo, sobre la base de la condición de la recurrente
como sindicato más representativo se alegaba la vul-
neración de los derechos de libertad sindical de igualdad
y de tutela judicial efectiva:

a) En cuanto al primero, se alega la integración del
derecho de negociación colectiva en el de libertad sin-
dical del art. 28 C.E., con cita y transcripción selectiva
de particulares de las SSTC 38/1981, 40/1985,
39/1986 y 73/1984, cuya doctrina lleva a la parte a
afirmar que: el derecho a la libertad sindical, el derecho
a la negociación colectiva, resultaron sin duda vulne-
rados, ya que, mientras las condiciones de trabajo (cues-
tiones retributivas, entre otras) se negociaban con UGT,
CC OO, CSIF y SATSE en una «ponencia», o comisión,
en una reunión con la Administración el 23 de mayo
de 1995, al sindicato CIG se le impedía por medio de
las fuerzas del orden público (de una forma despropor-
cionada e injustificada) acceder al lugar de reunión por
orden expresa de la Administración de prohibir el paso
de los miembros de dicho sindicato. Reunión de la que
es fruto un acuerdo al que llegan las restantes orga-
nizaciones y la Administración, expresión máxima del
estudio y análisis que concluye en una ponencia escrita.
Esto es, resultado de, ni más ni menos, y sin usar eufe-
mismos, de «una negociación en materia salarial a la
que se impide por la fuerza participar al sindicato más
representativo».

Estas afirmaciones se derivan de la diversa y abun-
dante documentación que consta en autos. Así, la carta
enviada por el SERGAS el 13 de junio a la CIG, remi-
tiéndole la documentación sobre las conclusiones sobre
retribuciones y otras condiciones de trabajo, y en la que
se incluye la obligación de crear una Comisión de Segui-
miento. Comisión que sucede, por razones lógicas, a la
Comisión Negociadora que se creó el 23 de mayo de
1995, sin contar con mi representado. Asimismo, no
se esconden las verdaderas intenciones de fondo, cuan-
do el señor Núñez Feijoo, como Vicepresidente del
SERGAS, envía carta a la CIG el 26 de mayo, comu-
nicando, entre otras cosas, la asunción por parte de la
Administración de la propuesta sobre incrementos sala-
riales. Todo esto sobre la base de que realmente el acuer-
do, las negociaciones, deberían de haberse realizado
entre todas las partes legitimadas, cuando en el mes
de diciembre de 1994 todas las partes se comprometen,
después del mes de marzo de 1995, a constituir una
ponencia de retribuciones, para estudiar y analizar las
retribuciones y otras condiciones de trabajo.

En este orden de cosas, en el recurso de casación
presentado por el SERGAS se califica sin ningún reparo
de «ponencia» constituida para tratar asuntos como «las
retribuciones» y otros aspectos, e, incluso, más clara-
mente, reconoce que se constituyó «para tratar temas
que afectan a todos los sindicatos», es decir, a todos
los trabajadores representados por todas las organiza-
ciones sindicales representativas (motivo II y IV del
recurso).

Y sigue reiterando el SERGAS que el resto de las
conversaciones, reuniones, ponencias, negociaciones,
tienen carácter discrecional. La confusión e interpreta-
ción sesgada, como acertadamente es calificada por el
Ministerio Fiscal en su dictamen, llega a su culmen en
tanto en cuanto se pretende hacer creer que no se nego-
ció, cuando se está reconociendo que existen unas nego-
ciaciones, unas ponencias asumidas por la Administra-
ción gallega.
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Sobradamente conocido resulta que se prohíbe nego-
ciar si no está presente el sindicato más representativo,
y, lo que es peor, si se le obstaculiza e impide acceder
a una reunión esencial para determinar las condiciones
de trabajo del personal.

b) La parte alega además una vulneración del art.
14, en relación con el 28 C.E. «en tanto en cuanto las
restantes organizaciones son respetadas en el ejercicio
de sus derechos y al sindicato CIG se le deniega el ejer-
cicio de la negociación colectiva», añadiendo como un
dato a la hora de observar la desigualdad que «se con-
voca a la reunión del 23 de mayo a un sindicato, con-
cretamente al CESM que se reúne con el SERGAS para
negociar retribuciones en momentos en los que se
encontraba en huelga indefinida». Para la parte, «lo que
no se puede es, por un lado, reconocer que se impidió
el acceso a la reunión (en última instancia, a negociar
con el resto de las organizaciones sindicales) y, al mismo
tiempo, afirmar que “se entendía” que “se debía negociar
separadamente” (Sentencia del Tribunal Superior, fun-
damento jurídico 4.o), y todo porque “la CIG se excluyó
voluntariamente”, apoyando esta postura en base a la
negativa a desconvocar la huelga anunciada para el 22
a 26 de mayo de 1996 [sic]». Para la parte, los argu-
mentos carecen de «base legal ni objetiva alguna», pues
«llegado a este punto, la vulneración al derecho a la
libertad sindical, alcanzaría a uno de sus contenidos esen-
ciales como es el derecho subjetivo y de carácter fun-
damental del derecho de huelga, que, como reiterada
jurisprudencia viene declarando, legítima a utilizar ins-
trumentos de presión necesarios para la afirmación de
los intereses de los trabajadores (entre otras muchas,
Sentencias del TC 11/1981, de 8 de abril, y 37/1983,
de 11 de mayo».

c) Se completa la alegación de vulneraciones atri-
buidas a la Sentencia recurrida con la del art. 24.1 C.E.,
porque la revocación de la Sentencia del Tribunal Supe-
rior de Justicia se hizo «con escasa e insuficiente fun-
damentación jurídica».

Se refiere la parte al fundamento jurídico cuarto de
la Sentencia del Tribunal Supremo y a la modificación
en él razonada del relato de hechos probados de la Sen-
tencia de instancia, que transcribe, precisando la parte
en qué consiste la modificación, tras lo que «como correc-
tamente señala el Tribunal Supremo en el fundamento
jurídico quinto de la Sentencia, las Mesas sectoriales
tienen capacidad decisoria para llegar a acuerdos, mas
esto no significa que no exista un proceso previo (con
ponencias de estudio, análisis y acuerdos resultado de
negociaciones), que en el supuesto de autos se remonta
al compromiso del mes de diciembre de formar una
ponencia para el análisis y estudio de las retribuciones
del personal del SERGAS. Ponencia que se formó el
día 23 de mayo de 1995 para tratar los temas laborales
tantas veces mencionados, y que el mismo Tribunal
Supremo y el SERGAS reconocen, con la matización que
realizamos de que no era una ponencia como continua-
ción del día 18 de mayo como quieren hacer creer».

Para la parte se acaba produciendo una confusión
cuando «se habla de las restantes organizaciones sin-
dicales como “Comité de Huelga” cuando el Comité esta-
ba formado por UGT, CC.OO. y CIG, y de lo que hay
que hablar en relación con la reunión celebrada con
la Administración el 23 de mayo, no es sino de “miem-
bros de la mesa sectorial”».

Concluye la parte que con las premisas aceptadas
y probadas de que CIG tiene derecho a participar a través
de la Mesa Sectorial de negociación, de los hechos pro-
bados de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia,
con el añadido de la del Tribunal Supremo, de la acep-
tación de que «el 23 de mayo de 1995 existió una ponen-

cia sobre estudio y análisis sobre retribuciones y demás
condiciones laborales del personal del SERGAS, y que
asistieron todas las organizaciones sindicales y la Admi-
nistración, excepto la CIG», y que no existió convocatoria
de la CIG, la Sentencia del Tribunal Supremo revocatoria
de la del Tribunal Superior que declaró vulnerado el dere-
cho de libertad sindical, «supone una infracción del
art. 24.1 de la Constitución Española en cuanto no prestó
la tutela efectiva originando indefensión a esta parte por
su actuación al reconocer unos hechos, con cierta incon-
gruencia y contradicción... ... y llegar a un resultado de
consecuencias extremadamente negativas para la solu-
ción del presente conflicto e, incluso, para supuestos
semejantes y futuros».

d) Finalmente, la parte en el suplico de su demanda
solicita que se «declare la nulidad de la Sentencia del
Tribunal Supremo, y la existencia de violación del dere-
cho a la libertad sindical en su vertiente de negociación
colectiva, con el reconocimiento del mismo con su con-
tenido constitucionalmente declarado, y el restableci-
miento del recurrente en la integridad de su derecho
con la adopción de las medidas apropiadas para su con-
servación, ordenando el cese inmediato del comporta-
miento antisindical y a la indemnización por los daños
y perjuicios de imagen y sindicales derivados».

5. Por providencia de 9 de abril de 1997, la Sección
Cuarta de este Tribunal acordó, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder al demandante
de amparo y al Ministerio Fiscal la posibilidad de efectuar
alegaciones en relación con la carencia manifiesta de
contenido constitucional de la demanda —art. 50.1 c)
LOTC.

6. La representación procesal de la CIG, en escrito
de 28 de abril de 1997, defendió la admisibilidad de
la demanda sin añadir razonamientos nuevos sobre los
motivos de fondo alegados, aportando sin embargo prue-
bas documentales que estimaba de interés para la defen-
sa de su pretensión.

7. El día 12 de mayo de 1997 presentó su escrito
el Ministerio Fiscal. Interesaba la inadmisión a trámite
del recurso, alegando que la CIG fue convocada a la
reunión de la Mesa Sectorial de 15 de junio, cauce legal-
mente establecido para la negociación, y que la exclusión
de la reunión del 23 de mayo estuvo motivada por la
desvinculación de la citada central sindical del acuerdo
de desconvocatoria de la medida conflictiva, razón por
la cual la Administración optó por atender al marco legal
de negociación con el Comité de Huelga.

8. La Sección Cuarta admitió a trámite el recurso
de amparo, en providencia de 9 de octubre de 1997.
En aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requirió
las actuaciones al Tribunal Supremo y al Tribunal Supe-
rior de Justicia de Galicia, solicitando de éste la práctica
de los emplazamientos pertinentes.

9. Por providencia de 13 de noviembre de 1997
se tuvo por personado y parte en el procedimiento al
Procurador don Argimiro Vázquez Guillén, en nombre
y representación del SERGAS, dándose vista a las partes
y al Ministerio Fiscal de las actuaciones recibidas, con-
forme determina el art. 52.1 LOTC.

10. El Servicio Gallego de Salud formuló sus ale-
gaciones en escrito de 17 de diciembre. Sostiene, como
ya había hecho en casación, que respetó las previsiones
normativas convocando a la CIG a la reunión de la Mesa
Sectorial del día 15 de junio, auténtico órgano con capa-
cidad de decisión, y situando los contactos con la central
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sindical huelguista, en curso la medida de conflicto, en
el seno del Comité de Huelga, de conformidad con las
previsiones del Real Decreto-ley sobre Relaciones de
Trabajo.

11. La representación procesal de la CIG formuló
sus alegaciones en escrito que tuvo entrada en este Tri-
bunal el día 19 de diciembre de 1997. Denuncia en
ella que su exclusión de la reunión del mes de mayo
fue antijurídica, pues se limitó su derecho a la nego-
ciación, tratándole de forma desigual sin fundamento
que lo amparara respecto a otros sindicatos. Así las
cosas, añade, la exclusión era abiertamente antisindical,
carente de criterio objetivo, racional o proporcional, limi-
tándose la Administración a convocarle a la Mesa Sec-
torial del día 15 de junio «en un intento de dar apariencia
de regularidad al previo proceso de negociación, una
vez ya negociado todo lo que había que negociar». Por
lo demás, no se celebró ninguna reunión con la CIG
en el seno del Comité de Huelga, decayendo entonces
esa justificación esgrimida por la Administración para
explicar su preterición de la reunión de la ponencia. La
conducta censurada, en suma, sería contraria a la buena
fe negocial, lesiva del derecho de la CIG a la negociación
colectiva, que se le impidió por la fuerza, y, por extensión,
vulneradora de su libertad sindical, así como un acto
de represalia por el ejercicio del derecho de huelga. En
definitiva, el hecho de no estar presente la CIG significó
que el resto de los sindicatos, junto con la Administra-
ción, formaran un bloque mayoritario, impidiendo efec-
tivamente la defensa de los intereses de los trabajadores
representados por la central recurrente.

12. El Ministerio Fiscal, en escrito de 18 de diciem-
bre, señala que no hay lesión del art. 14 C.E. toda vez
que el distinto cauce negocial empleado por el SERGAS
con la CIG y los restantes sindicatos (Comité de Huelga
y ponencia) responde a criterios objetivos y razonables,
amparados por la legislación ordinaria. Tras rechazar la
vulneración de la tutela judicial efectiva, vista la con-
gruencia y motivación de la Sentencia impugnada, se
opone también a la concesión del amparo por violación
del art. 28.1 C.E.: «De esta manera, si, como se declara
probado en la Sentencia del Tribunal Supremo recurrida,
cuyos fundamentos fácticos no se discuten, la propia
central sindical recurrente se apartó del acuerdo general
alcanzado entre los demás sindicatos y la Administra-
ción, decidiendo mantenerse en huelga, parece evidente
que estaba rechazando de forma expresa e inequívoca
su voluntad de negociar fuera del marco del Comité de
Huelga. En este sentido, la exclusión de la convocatoria
del sindicato recurrente de la reunión del día 23 de mayo
era congruente con la decisión de éste de mantener
la huelga, pero no significó, sin embargo, un apartamien-
to de este sindicato de las negociaciones laborales en
curso, sino una sujeción de las mismas a las diferentes
condiciones negociadoras elegidas por la propia CIG, de
tal manera que este sindicato pudo ejercer sus derechos
negociadores a través del cauce legal adecuado a esas
condiciones, siendo oportunamente convocado al efecto
para la reunión que se celebró el día 15 de junio
de 1995».

13. Por providencia de 23 de marzo de 2000 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 27 siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo es la
impugnación de la Sentencia de la Sala Cuarta del Tri-
bunal Supremo de 17 de junio de 1996 por parte de
la Confederación Intersindical Galega (CIG), por la vul-
neración de los derechos fundamentales de libertad sin-

dical (art. 28 C.E.) en su concreto contenido del derecho
a la negociación colectiva, del derecho fundamental a
la igualdad por el diverso trato dispensado a la recurrente
en relación con otros sindicatos (art. 14 C.E.), y del de
tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Dicha Sentencia
había estimado el recurso de casación interpuesto por
el Servicio Gallego de Salud (SERGAS) contra la dictada
por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Galicia el 5 de julio de 1995, en autos sobre tutela
de libertad sindical seguidos a instancia de la citada Con-
federación contra el referido Servicio y la Consejería de
Sanidad y Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma
de Galicia, que estimó la demanda.

El planteamiento de la recurrente y los de oposición
de las demás partes procesales han quedado expuestos
en los antecedentes de esta Sentencia, por lo que basta
aquí con que sinteticemos en lo esencial el problema
a resolver, para la mayor claridad del ulterior discurso.

Se trata de que la Confederación Sindical recurrente,
sindicato más representativo en la Comunidad Autóno-
ma de Galicia, fue excluida de la convocatoria de una
ponencia, constituida para el análisis y negociación de
las retribuciones y otros aspectos de las relaciones del
personal estatutario del SERGAS, en la que, sin embargo,
participaron otros sindicatos componentes, junto con la
demandante, de la Mesa Sectorial de Sanidad. El resul-
tado de las negociaciones seguidas en el seno de dicha
ponencia entre sus interlocutores fue sometido a la Mesa
Sectorial de Sanidad, a la que fue convocada la deman-
dante junto con los demás sindicatos que la componían,
en la cual se formalizaron los correspondientes acuerdos.

La constitución de la citada ponencia, que había sido
inicialmente prevista en el mes de diciembre de 1994
en una reunión de la Mesa Sectorial de Sanidad para
después de finalizadas las elecciones sindicales a cele-
brar el 31 de marzo de 1995, tuvo lugar en virtud de
un posterior acuerdo suscrito por la Administración y
los Sindicatos CC.OO. y UGT, que, junto con la actora,
habían convocado la huelga a celebrar los días 22
a 26 de mayo y formaban parte del Comité de Huelga,
si bien los dos primeros sindicatos la desconvocaron
posteriormente, no así la actora, suscribiendo también
el acuerdo precitado los sindicatos SATSE y CSIF.

La clave de la cuestión se sitúa claramente en el
derecho a la negociación colectiva de la confederación
sindical recurrente en cuanto contenido de su derecho
de libertad sindical.

2. Aunque en el planteamiento de la actora, según
se acaba de sintetizar, se alega la vulneración de tres
derechos fundamentales, en realidad es la vulneración
del derecho fundamental de libertad sindical la que tiene
auténtica enjundia argumental, consistiendo la referen-
cia a los otros dos derechos (el de igualdad y el de
tutela judicial efectiva) en simples perspectivas distintas
en relación con el mismo problema suscitado respecto
de la vulneración clave, con ligeros matices o comple-
mentos argumentales, que no tienen entidad, no obs-
tante, para poder fundamentar la pretendida vulneración
diferenciada de esos derechos. Esto se demuestra, inclu-
so, por los propios términos del suplico de la demanda
de amparo, en el que, como se ha hecho constar en
el antecedente 3, sólo se pide que se declare la vul-
neración del derecho de libertad sindical, y no de los
otros dos. Con todo, en este caso, puede resultar con-
veniente que, antes de abordar el análisis de lo que es
contenido base del proceso, despejemos el campo argu-
mental, aludiendo a estas últimas alegadas vulneracio-
nes, dada su conexión con aquél.

3. En lo que se refiere a la vulneración del derecho
de igualdad de la confederación sindical demandante,
se formula en relación con dos términos de comparación



BOE núm. 107. Suplemento Jueves 4 mayo 2000 43

distintos: a) En relación con los sindicatos que suscri-
bieron con la Administración el pacto de desconvocatoria
de la huelga, y b) En relación con otro sindicato que,
según alega la parte, mantuvo una convocatoria de huel-
ga en el ámbito nacional, lo que no fue obstáculo para
que fuera admitido en la ponencia a la que no lo fue
la demandante.

Respecto al primero de los términos de comparación,
la propia actitud en cuanto a la desconvocatoria de huel-
ga constituye una causa objetiva y razonable de dife-
renciación, que desde el prisma del derecho de igualdad,
hace intranscendente la diferencia de trato; pero lo fun-
damental en todo caso es que esa diferencia de trato
de los diversos sindicatos en cuanto a la negociación
colectiva es en definitiva un puro problema de libertad
sindical, en el que, al no suscitarse ninguna de las dis-
criminaciones en relación con las causas específicas del
art. 14 C.E., en la lesión de aquella libertad se subsume
el planteamiento de igualdad (SSTC 73/1984, de 27
de junio, fundamento jurídico 1; 217/1988, de 21
de noviembre, fundamento jurídico 2; 90/1997, de 6 de
mayo, fundamento jurídico 3; 202/1997, de 25
de noviembre, fundamento jurídico 3; 74/1998, de 31
de marzo, fundamento jurídico 3; 87/1998, de 21 de
abril, fundamento jurídico 2, entre otras).

Y en cuanto al segundo de los términos de compa-
ración se basa en una alegación fáctica ajena a los
hechos probados de la Sentencia, por lo que, para aten-
derla, tendríamos que rebasar el círculo de hechos a
que tenemos que ajustar nuestro enjuiciamiento, con
arreglo a lo dispuesto en el art. 44.1 b) LOTC, lo que
nos impide tomar en consideración tal término de com-
paración, en relación con el cual, a mayor abundamiento,
si hipotéticamente fuera atendible, se produciría en todo
caso la subsunción en la vulneración de la libertad
sindical.

Debemos, pues, soslayar el planteamiento de la parte
en cuanto a la vulneración de derecho de igualdad como
vulneración autónoma.

4. Por lo que hace a la alegada vulneración del dere-
cho de tutela judicial efectiva, el planteamiento de la
parte no pasa de ser una expresión de disconformidad
con la Sentencia recurrida, a la que le niega motivación,
porque ha resultado contraria a su interés.

Constituye doctrina reiterada de este Tribunal que
el requisito de motivación de las sentencias, como parte
integrante del derecho a la tutela judicial efectiva, no
impone que la resolución ofrezca una exhaustiva des-
cripción del proceso intelectual llevado a cabo por el
juzgador para resolver, ni una pormenorizada respuesta
a todas las alegaciones de las partes, ni un determinado
alcance o entidad en el razonamiento empleado, ni
siquiera la corrección jurídica interna de la fundamen-
tación empleada; basta que la argumentación vertida,
con independencia de su parquedad o concentración,
cumpla la doble finalidad de exteriorizar el motivo de
la decisión, su ratio decidendi (SSTC 122/1991, de 3
de junio, fundamento jurídico 2; 5/1995, de 10 de enero,
fundamento jurídico 3; 184/1998, de 28 de septiembre,
fundamento jurídico 2), excluyente de un mero volun-
tarismo selectivo o de la pura arbitrariedad, y que permita
su eventual revisión jurisdiccional a través del efectivo
ejercicio de los recursos establecidos, como aquí sucede
con este recurso de amparo (por todas, STC 25/1990,
de 19 de febrero).

Esas exigencias se satisfacen a todas luces en la Sen-
tencia recurrida, que explica las razones por las que con-
sidera aplicable el art. 8.2 del Real Decreto-ley 17/1977,
de 4 de marzo, sobre Relaciones de Trabajo (RDLRT),
las que avalan el respeto por la Administración de los
arts. 6.3 c) de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto,

de Libertad Sindical (LOLS), y de los arts. 30 y 31 de
la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de repre-
sentación, determinación de las condiciones de trabajo
y participación del personal al servicio de las Adminis-
traciones Públicas (LORAP), sin que, por lo demás, la
parte recurrente precise siquiera en la demanda de ampa-
ro en qué podrían haberse incumplido las garantías ofre-
cidas por el derecho a la tutela judicial efectiva. En suma,
la resolución judicial impugnada da razón del Derecho
judicialmente interpretado y aplicado exponiendo una
fundamentación jurídica de la decisión de precisa rela-
ción con el caso. La ratio decidendi es fácilmente reco-
nocible, expresando simplemente la recurrente, bajo la
invocación del art. 24.1 C.E., y de una contradicción
interna de la Sentencia no discernible, una discrepancia
en cuanto a la valoración de los hechos y la aplicación
del Derecho llevada a cabo por el órgano judicial.

Es, así, rechazable la alegada vulneración del
art. 24 C.E.

5. Entrando en lo que es verdadero núcleo del recur-
so, el problema que se somete a nuestro estudio y deci-
sión es el de una alegada vulneración del derecho a
la negociación colectiva del sindicato recurrente.

Hemos de partir de la base de que, según nuestra
jurisprudencia, el derecho de negociación colectiva no
constituye de por sí y aisladamente considerado un dere-
cho fundamental tutelable en amparo, dada su sede sis-
temática en la Constitución, al no estar incluido en la
sección 1 del capítulo 2 del título I (arts. 14 a 28 C.E.)
(SSTC 118/1983, de 13 de diciembre, fundamento jurí-
dico 3; 45/1984, de 27 de marzo, fundamento jurídico
1; 98/1985, de 29 de julio, fundamento jurídico 3;
208/1993, de 28 de junio, fundamento jurídico 2). Pero
cuando se trata del derecho de negociación colectiva
de los sindicatos se integra en el de libertad sindical,
como una de sus facultades de acción sindical, y como
contenido de dicha libertad, en los términos en que tal
facultad de negociación les sea otorgada por la norma-
tiva vigente, pues así resulta de lo dispuesto en los arts.
7 y 28.1 C.E. y arts. 2.1 d) y 2 d) y 6.3 b) y c) LOLS.
Dicha integración es afirmación constante de nuestra
jurisprudencia (SSTC 4/1983, de 28 de enero, funda-
mento jurídico 3; 118/1983, de 13 de diciembre,
fundamento jurídico 4; 73/1984, de 27 de junio, fun-
damento jurídico 1; 184/1991, de 30 de septiembre,
fundamento jurídico 4; 173/1992, de 29 de octubre,
fundamento jurídico 3; 105/1992, de 1 de julio, fun-
damento jurídico 5 y 208/1993, de 28 de junio, fun-
damento jurídico 2).

En el presente caso, puesto que el demandante es
un sindicato que considera vulnerado su derecho de
negociación colectiva en el ámbito del personal esta-
tutario de la Administración sanitaria de Galicia, resulta
clara, en línea de principio, la conexión de lo pretendido
por la confederación sindical demandante con el derecho
fundamental de libertad sindical, que es el ángulo cons-
titucional desde el que debe abordarse el análisis del
planteamiento de dicha parte.

Sentada esta primera afirmación, el paso siguiente
deberá consistir en el análisis de si, dado el ámbito al
que se refiere la negociación respecto de la que se ha
suscitado el presente debate constitucional, existe el ale-
gado derecho de negociación colectiva.

6. Aunque en el ámbito funcionarial tengamos dicho
(STC 57/1982, de 27 de julio, fundamento jurídico 9)
que, por las peculiaridades del derecho de sindicación
de los funcionarios públicos (art. 28.1 C.E.), no deriva
del mismo, como consecuencia necesaria, la negociación
colectiva, en la medida en que una ley (en este caso,
de la Ley 9/1987, modificada por la Ley 7/1990) esta-
blece el derecho de los sindicatos a la negociación colec-
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tiva en ese ámbito, tal derecho se integra como con-
tenido adicional del de libertad sindical, por el mismo
mecanismo general de integración de aquel derecho en
el contenido de éste, bien que con la configuración que
le dé la ley reguladora del derecho de negociación colec-
tiva [art. 6.3 b) y c) LOLS)], siendo en ese plano de
la legalidad donde pueden establecerse las diferencias
entre la negociación colectiva en el ámbito laboral y
funcionarial y el derecho a ella de los sindicatos, no
así en el de la genérica integración del referido derecho
en el contenido del de libertad sindical.

Centrándonos en el ámbito en que se sitúa el actual
conflicto, se debe destacar que la Ley 9/1987, modi-
ficada por la Ley 7/1990, no deja la configuración de
la negociación colectiva a la plena libertad de los sin-
dicatos y de las Administraciones públicas concernidas,
sino que establece por sí misma los órganos de nego-
ciación, el objeto de ésta y las líneas generales del
procedimiento.

En especial, y por lo que hace a los problemas sus-
citados en el presente caso, los órganos establecidos
por la Ley son las «Mesas de negociación en las que
estarán presentes los representantes de la Administra-
ción Pública correspondiente y las organizaciones sin-
dicales más representativas a nivel estatal y de Comu-
nidad Autónoma, así como los sindicatos que hayan obte-
nido el 10 por 100 o más de representantes en las
elecciones para Delegados y Junta de Personal»
(art. 30 Ley 9/1987, modificada por la Ley 7/1990).
A su vez, la propia Ley (art. 31) concreta cuáles deban
ser las Mesas de negociación que establece, disponiendo
la existencia de una «Mesa General de Negociación en
el ámbito de la Administración del Estado, así como en
cada una de las Comunidades Autónomas y entidades
locales», y de «Mesas Sectoriales» para los sectores espe-
cíficos previstos directamente en la propia Ley, dispo-
niendo además ésta la posibilidad de que «por decisión
de la Mesa General podrán constituirse otras Mesas Sec-
toriales, en atención al número y peculiaridades de sec-
tores concretos de funcionarios públicos».

En lo que aquí respecta, existe una Mesa Sectorial
de Sanidad, de la que forma parte la Confederación Sin-
dical demandante, siendo a dicha Mesa a la que corres-
ponde la negociación colectiva de dicho sector, datos
ambos no cuestionados.

No parece así dudoso, primero, que la demandante,
como miembro de dicha Mesa, tenía derecho a participar
en la negociación colectiva confiada legalmente a ésta,
y, segundo, que ese derecho, y a su través el de libertad
sindical, habrían resultado vulnerados si hubiese sido
excluida de la negociación colectiva del sector
(SSTC 73/1984, de 27 de junio, fundamento jurídico
4; 184/1991, de 30 de septiembre, fundamento jurí-
dico 4; 213/1991, de 11 de noviembre, fundamento
jurídico 1; 208/1983, de 28 de junio, fundamento jurí-
dico 2).

Pero, llegados a este punto, la dificultad del caso se
centra en el hecho de que la alegada exclusión, a la
que se refiere el planteamiento de la demandante, no
se ha producido en principio en la Mesa Sectorial de
Sanidad, sino en una ponencia preparatoria de la nego-
ciación de aquélla, constituida en virtud de un pacto
concertado entre la Administración y otros sindicatos
titulares del derecho de participación en la Mesa. Más
concretamente, se produjo una negociación en dicha
ponencia, en la que la demandante no participó, some-
tiéndose luego los compromisos adoptados en aquélla
a la aprobación de la Mesa Sectorial, a la que fue con-
vocada la demandante, y que, por tanto, pudo participar
después en ésta.

Para decidir si con tal mecanismo de negociación
se ha vulnerado el derecho de la demandante, es nece-
sario analizar cuál fuese la función real desempeñada

por dicha ponencia, en el sentido de si el cometido atri-
buido a la Mesa Sectorial, o al menos parte del mismo,
lo asumió de hecho la ponencia, y, en caso afirmativo,
si es legal y constitucionalmente justificable que el dere-
cho legal incondicionado de la demandante a participar
en la negociación a desarrollar en la Mesa Sectorial pue-
da resultar limitado en cuanto a su posible participación
en la ponencia.

7. En cuanto a la función real de la ponencia, ate-
niéndonos a los hechos probados de la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia, con las adiciones intro-
ducidas en ellos por la del Tribunal Supremo, a cuyo
relato fáctico hemos de atenernos, según lo dispuesto
en el art. 44.1 b) LOTC, y en especial con arreglo a
los hechos probados 1, 2 y 4 de la precitada Sentencia,
no es aventurado afirmar que dicha ponencia se concibió
en origen como un órgano técnico, creado desde la pro-
pia Mesa Sectorial, para preparar la actuación final de
ésta, de modo que desde su inicio, y al margen de que
a la ponencia no se le dotase de capacidad decisoria
definitiva, existía una parcial coincidencia entre la fun-
ción legalmente atribuida a la Mesa Sectorial y la dele-
gada desde ésta a la ponencia.

El dato mismo de que lo negociado en la ponencia
se refiriese a una materia de inequívoca atribución legal
a la negociación de la Mesa [art. 32 k) de la Ley 9/1987,
modificada por la Ley 7/1990], según se infiere del pro-
pio hecho probado 1 de la Sentencia del Tribunal Supe-
rior de Justicia, pone de manifiesto la coincidencia fun-
cional entre los cometidos desarrollados en la ponencia
y los correspondientes legalmente a la Mesa, con lo que
queda respondido en sentido afirmativo la primera de
las dos dudas planteadas en el fundamento anterior.

Para decidir la segunda (esto es, si dada la coinci-
dencia parcial de contenidos de la Mesa y de la ponencia,
es legal y constitucionalmente justificable que el derecho
de la demandante a participar en la negociación a
desarrollar en la Mesa Sectorial pueda resultar limitado
en cuanto a su posible participación en la ponencia),
se debe examinar, primero, el contenido mismo del dere-
cho de negociación en la Mesa, y, segundo, la virtualidad
del pacto celebrado con parte de los sindicatos parti-
cipantes en el Comité de Huelga, para limitar la par-
ticipación de la demandante en la ponencia.

En cuanto al contenido del referido derecho, debe
significarse que la negociación colectiva es algo más
que el acuerdo final a que, en su caso, aquélla pueda
conducir, consistiendo antes que en éste en la propia
actuación negociadora y en las deliberaciones por medio
de las que se va realizando. A ello debe añadirse el
dato de la configuración colegial de la Mesa de nego-
ciación y de la negociación misma a ella confiada, que
difiere muy sensiblemente de un hipotético modo de
negociación en el que cada uno de los integrantes de
la Mesa negociase al margen del colegio. La pluralidad
de los miembros del colegio, portadores de intereses
distintos, y el conocimiento por cada uno de ellos de
las posiciones de los demás en la negociación, con el
consiguiente interés de poder debatir la posición de cada
uno de ellos, pone de manifiesto que no son equiparables
la negociación en el seno del colegio y las negociaciones
separadas. Resulta claro, por tanto, que el derecho a
negociar en un determinado colegio no se satisface
mediante la negociación alternativa del sindicato con
la Administración al margen de él.

En cuanto a la virtualidad del pacto limitativo de la
participación posible de la demandante en la Mesa, hay
que decir, en principio, que si la ley, como es el caso,
según lo dispuesto en el art. 30 de la Ley 9/1987, modi-
ficada por la Ley 7/1990, concibe la negociación colec-
tiva en el ámbito por ella regulado como emanada de
«la capacidad representativa reconocida a las organiza-
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ciones sindicales en los arts. 6.3 c), 7.1 y 7.2 de la
Ley Orgánica de Libertad Sindical», constituyendo al
efecto las Mesas de negociación, como órgano de
encuentro de dichas organizaciones sindicales y de la
Administración empleadora, no cabe que pueda restrin-
girse por ningún tipo de pacto entre los demás partícipes
en la Mesa, una capacidad negociadora y el derecho
de ella derivado, que la ley reconoce y atribuye, res-
pectivamente, a los sindicatos legitimados para formar
parte de la Mesa. Tal restricción resulta indudable, según
lo expuesto antes, por el procedimiento, seguido en el
caso de autos, de delegar una fase de la negociación
a un órgano distinto de la Mesa, imponiendo para la
participación en él condiciones no establecidas en la
Ley, de modo que en virtud de ellas un sindicato legi-
timado para participar en la Mesa, si no cumple dichas
condiciones, puede ver vedada su participación en aquel
órgano.

El hecho de que la ponencia cuestionada, inicialmente
prevista, según se dijo, por la Mesa Negociadora, se
constituyese formalmente en virtud de un pacto de des-
convocatoria de una huelga previamente anunciada,
celebrado entre la Administración concernida y parte
de los sindicatos integrados en el Comité de Huelga
y en la Mesa Negociadora, no supone la existencia de
un título válido para restringir un derecho atribuido por
la Ley. Fuese cual fuese la actitud de la demandante
respecto del mantenimiento de la huelga, inicialmente
convocada junto con ella por otros sindicatos, y su apar-
tamiento de la posición de esos otros sindicatos para
la desconvocatoria, tal evento no puede incidir restric-
tivamente en el derecho de negociación colectiva, cuan-
do ésta, pese a la convocatoria de huelga, se lleva a
cabo en un foro constituido al efecto. No es, así, cons-
titucionalmente aceptable, y debe considerarse vulne-
rador del derecho de libertad sindical, a través de la
inmediata vulneración del de negociación colectiva, que
varios de los miembros de la ponencia, que asume par-
cialmente la función de la Mesa de negociación, en virtud
de un pacto, solo por ellos suscrito, limiten la partici-
pación de la demandante en la ponencia, sometiéndola
a condiciones que ésta se niega a aceptar.

8. Aunque ni las circunstancias del caso, ni la inten-
sidad de la exclusión sean idénticas (en el de la Sentencia
a que aludiremos se trataba de una negociación colectiva
en el ámbito laboral, regida por la Ley 8/1980, del Esta-
tuto de los Trabajadores, y de la total exclusión en la
negociación colectiva por la negativa del sindicato accio-
nante a aceptar la condición que se le exigía, mientras
que aquí se trata de una negociación colectiva en el
ámbito funcionarial y del personal estatutario, regida por
la Ley 9/1987, modificada por la Ley 7/1990, y la exclu-
sión del sindicato accionante en razón de una negativa
similar a cumplir una condición impuesta por la Admi-
nistración y otros sindicatos, según se ha razonado, ha
sido solo parcial), puede traerse aquí a colación la doc-
trina del Sentencia 73/1984, de 27 de junio, funda-
mento jurídico 2, sobre la indisponibilidad de la legi-
timación de los sindicatos otorgada por la ley para par-
ticipar en la negociación colectiva, por medio de pactos
limitativos de su derecho, suscritos por otros sindicatos,
puesto que el problema base de la limitación de la legi-
timación es la clave del caso decidido en dicha Sentencia.
Se decía en ella que «las reglas relativas a la legitimación
constituyen un presupuesto de la negociación colectiva
que escapa al poder de disposición de las partes nego-
ciadoras que no pueden modificarlas libremente, pues,
como con razón afirma el Magistrado de instancia, en
la negociación inciden derechos de carácter sindical que
pueden ser desconocidos», pues «forma parte del con-
tenido esencial de la libertad sindical el derecho de los
sindicatos de participar en la determinación de las con-

diciones de trabajo, cuyo instrumento básico, según se
desprende de la Constitución y de los Convenios inter-
nacionales, es la negociación colectiva»; por lo que «la
exclusión de la negociación supone de hecho la exclusión
del sindicato de su función de participación en tal fijación
y, en consecuencia, de una de sus funciones esenciales»
(fundamento jurídico 4). Tal doctrina con referencia a
casos similares se reitera en otras Sentencias posterio-
res, como la Sentencia 184/1991, de 30 de septiembre,
fundamentos jurídicos 4 y 5, que, en un paso más de
explicitud, proclama, que «escapa, pues, al poder de dis-
posición de las partes del Convenio Colectivo el tema
de la legitimación para negociar, y las disposiciones resul-
tantes serían nulas, inoponibles a sindicatos terceros y
también lesivas de su derecho a la negociación colectiva
y mediatamente del derecho de libertad sindical». En
el mismo sentido puede aludirse a la Sentencia
213/1991, de 11 de noviembre.

Como conclusión del razonamiento precedente, y en
línea con la doctrina referida, no podemos compartir
la justificación de la Sentencia recurrida (fundamento
jurídico 5) (antecedente 4) respecto del trato diferencial
de la central sindical ahora recurrente en cuanto a su
participación en la ponencia de reiterada cita, consis-
tente, en definitiva, en que no se desconoció el derecho
de la recurrente a intervenir en la Mesa Sectorial de
negociación, y que la exclusión de la ponencia se debió
a su negativa a desconvocar la huelga, y a la consi-
deración de que la negociación con ese sindicato debía
mantenerse separadamente en el marco del Comité de
Huelga, así como que «dentro del proceso de conver-
saciones y negociaciones, y a salvo las previsiones lega-
les, no puede imponerse a cada interesado quién haya
de ser su interlocutor en los términos que, libre y volun-
tariamente, decida tener». Reiterando lo que se ha
expuesto antes, no consideramos conforme al derecho
a la negociación colectiva contenido del de libertad sin-
dical, que, a virtud de un pacto de desconvocatoria de
la huelga, no suscrito por uno de los sindicatos con-
vocantes, una fase del proceso negociador pueda
extraerse del órgano legalmente establecido al efecto,
reservándolo a un órgano creado ad hoc, con exclusión
de uno de los sindicatos con legitimación legal para par-
ticipar en él, si no accede a cumplir una condición, que
no tiene más fundamento que el pacto mismo suscrito
entre terceros ajenos a él. Y no resulta tampoco con-
vincente que la actitud adoptada por un sindicato en
el ejercicio del derecho fundamental de huelga
(art. 28.2 C.E.) pueda ser justificación constitucionalmen-
te aceptable de la limitación de su derecho de nego-
ciación colectiva, cuando ésta tiene lugar entre otros
titulares de ese derecho.

El que el ámbito y la intensidad de la exclusión no
sean en este caso de la misma entidad que los de las
Sentencias aludidas no supone, no obstante, que la
lesión no haya existido.

Se impone, por lo expuesto, el otorgamiento del
amparo, con la consecuente anulación de la Sentencia
recurrida, y la declaración del derecho conculcado, sin
que proceda hacer declaración alguna en orden a medi-
das de restablecimiento del mismo, que no sean las de
la propia declaración del derecho, ni en cuanto a
indemnización.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo pedido y, en su virtud:
1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho de

libertad sindical de la Confederación Intersindical Galega,
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en su concreto contenido del derecho a la negociación
colectiva.

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo de 17 de junio de 1996.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de marzo de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Vicente Conde Mar-
tín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado y
rubricado.

8222 Sala Segunda. Sentencia 81/2000, de 27 de
marzo de 2000. Recurso de amparo
4.253/1996. Promovido por don Isidro Her-
nando Ramos frente a los Autos del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Madrid
que confirmaron la sanción que le había sido
impuesta por desobediencia en un incidente
por el uso del teléfono. Vulneración del dere-
cho a la prueba: falta de respuesta a la petición
de pruebas formulada por el interno, en par-
ticular la testifical solicitada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Vicente Conde Martín de Hijas y don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.253/96, interpuesto
por don Isidro Hernando Ramos, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Carmen Frutos Mar-
tín y asistido por el Letrado don José Antonio Rodrí-
guez-Viso Rodríguez, contra los Autos del Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Madrid de 18 de junio
y 15 de octubre de 1996, recaídos, respectivamente,
en los recursos de alzada y reforma promovidos contra
el Acuerdo sancionador de la Junta de Régimen y Admi-
nistración del Centro Penitenciario Madrid V, de 23
de abril de 1996, en el expediente disciplinario
núm. 921/96. Ha comparecido y formulado alegaciones
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal Constitucional el día 22 de noviembre
de 1996, don Isidro Hernando Ramos solicitó la desig-
nación de Abogado y Procurador del turno de oficio para
interponer recurso de amparo contra el Auto del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Madrid, del que
se ha hecho mérito en el encabezamiento.

2. La Sección Tercera del Tribunal Constitucional,
por providencia de 26 de junio de 1997, acordó dirigir
atenta comunicación a los Colegios de Abogados y de
Procuradores de Madrid, a fin de que, de conformidad
con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 de enero,

de Asistencia Jurídica Gratuita, y en el Acuerdo del Pleno
de este Tribunal Constitucional, de 18 de junio de 1996,
sobre asistencia jurídica gratuita en los procesos de
amparo constitucional, procediese a la designación de
Abogado y Procurador del turno de oficio que defendiese
y representase, respectivamente, al demandante de
amparo, acompañando a dicha comunicación los docu-
mentos remitidos por el interesado.

Por nuevo proveído de 15 de septiembre de 1997,
la Sección acordó tener por designados por el turno
de oficio como Procuradora a doña Carmen Frutos Martín
y como Abogado a don José Antonio Rodríguez-Viso
Rodríguez, haciéndoles saber tal designación a los mis-
mos y al recurrente en amparo, así como entregar copia
de los escritos presentados por el solicitante de amparo
y de las actuaciones recibidas del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria núm. 1 de Madrid a la referida Procuradora
para que las pasase a estudio del citado Letrado, al objeto
de que formalizasen la demanda de amparo en el plazo
de veinte días que establece el art. 49.3 LOTC o, en
su caso, ejerciesen la acción prevista en los arts. 32
y siguientes de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asis-
tencia Jurídica Gratuita.

3. La demanda de amparo fue formalizada mediante
escrito presentado en el Registro de este Tribunal Cons-
titucional el día 13 de octubre de 1997, en el que se
recoge la siguiente relación de hechos:

a) En la tramitación del expediente disciplinario
núm. 921/96, incoado contra el ahora recurrente en
amparo, por unos hechos que en principio fueron cali-
ficados como constitutivos de dos faltas graves y una
muy grave, tipificadas en los arts. 108 b), 109 a) y 109 b)
del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decre-
to 1202/1981, de 8 de mayo, aquél solicitó el acceso
a todo el material probatorio, la asistencia de Abogado
de oficio, la práctica como prueba testifical de las decla-
raciones de cinco internos y de los funcionarios que inter-
vinieron en los hechos y como prueba documental la
comprobación de los impresos de las llamadas telefó-
nicas, no siendo llevadas a efecto ninguna de las ante-
riores peticiones.

b) Durante la vista del expediente por la Junta de
Régimen y Administración, en sesión celebrada en día 23
de abril de 1996, se reiteró la práctica de las pruebas
antes mencionadas, la cual fue denegada.

c) El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de
Madrid dictó Auto, de fecha 18 de junio de 1996, en
el que desestimó el recurso de alzada interpuesto contra
el Acuerdo sancionador de la Junta de Régimen y Admi-
nistración y confirmó la sanción impuesta, no efectuando
consideración alguna sobre las pruebas solicitadas.

d) El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de
Madrid, por Auto de 15 de octubre de 1996, estimó
parcialmente el recurso de reforma interpuesto contra
el anterior Auto, manteniendo la calificación jurídica de
los hechos imputados al demandante de amparo, aunque
reduciendo la sanción impuesta.

4. Se invoca en la demanda de amparo la vulne-
ración del derecho a utilizar los medios de prueba per-
tinentes para la defensa (art. 24.2 C.E.). Tal derecho,
se afirma al respecto, rige sin duda en el ámbito dis-
ciplinario penitenciario, exigiendo el art. 130.2 del Regla-
mento Penitenciario de 1981 la motivación de la dene-
gación o no pertinencia de las pruebas propuestas, y
si bien es cierto que corresponde al Juzgador pronun-
ciarse sobre la pertinencia o impertinencia de las pruebas
solicitadas, no lo es menos que su denegación, por esti-
marlas inútiles, debe ser exteriorizada y razonada.

En el presente supuesto, la denegación de las pruebas
solicitadas ha generado una situación de indefensión,
ya que su práctica hubiera supuesto la alteración del


